
 

 

AVISA 

 

 

Que mediante providencia calendada CINCO (05) de DICIEMBRE de DOS MIL 

VEINTIDÓS (2022), el Magistrado (a) AÍDA VICTORIA LOZANO RICO, ADMITIÓ 

la acción de tutela radicada con el No. 110012203000202202689 00 

formulada por ROBERTO CARLOS DEL PORTILLO HERRERA contra 

JUZGADO 25 CIVIL DEL CIRCUITO DE BOGOTÁ, por lo tanto, se pone en 

conocimiento la existencia de la mencionada providencia a: 

 

 

TODAS AQUELLAS PERSONAS, NATURALES O JURÍDICAS, 

INTERVINIENTES EN CALIDAD DE PARTES PROCESALES O A CUALQUIER 

OTRO TÍTULO DENTRO DEL PROCESO OBJETO DEL PRESENTE 

TRÁMITE CONSTITUCIONAL 

 

 

Para que en el término de un (01) día, ejerzan su derecho de contradicción y 

defensa. Se fija el presente aviso en la Página de la Rama Judicial / Tribunal 

Superior del Distrito Judicial de Bogotá – Sala Civil. 

 

 

SE FIJA:   07 DE DICIEMBRE DE 2022 A LAS 08:00 A.M. 

SE DESFIJA:  07 DE DICIEMBRE DE 2022 A LAS 05:00 P.M. 

 

 

MARGARITA MENDOZA PALACIO 
SECRETARIA 

Elabora ILCP 



REPÚBLICA DE COLOMBIA 
RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO 

 
TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL DE BOGOTÁ 

SALA CIVIL 
 
 

Magistrada Ponente: AÍDA VICTORIA LOZANO RICO 
 
 

 
Ref. Acción de tutela de ROBERTO CARLOS DEL PORTILLO HERRERA contra el JUZGADO 

VEINTICINCO CIVIL DEL CIRCUITO DE BOGOTÁ y otro. (Primera instancia). Rad. 11001-
2203-000-2022-02689-00. 

 

 
Bogotá D.C., cinco (5) de diciembre de dos mil veintidós (2022). 

 

 

Admitir a trámite la tutela promovida por Roberto Carlos del Portillo Herrera 

contra los Estrados Veinticinco de esta urbe y Catorce de Barranquilla, 

ambos Civiles del Circuito.  

 

Ordenar a los convocados que en el término perentorio de UN (1) DIA, 

presenten un informe sobre los hechos que dieron origen a la acción de 

amparo, so pena de que se tengan por ciertos los descritos en la demanda 

(artículo 20 del Decreto 2591 de 1991), relacionados con el trámite que de 

idéntica naturaleza a éste, promovió con anterioridad el hoy accionante, 

frente al Despacho Veinticinco Civil Municipal de la capital del Atlántico, 

Finesa -Financiación Especializada-, las Superintendencias Financiera y de 

Industria y Comercio, cuya copia en medio digitalizado deberán remitir.  

 

Disponer que, en el mismo lapso, los administradores de justicia querellados 

y/o la Secretaría de la Sala, notifiquen de la admisión del auxilio al Estrado 

del nivel municipal referido, Finesa -Financiación Especializada, las 

autoridades administrativas mencionadas, las demás partes, así como los 

intervinientes y personas interesadas en la aludida actuación, que se 

encuentren debidamente vinculados a ese juicio.  

 

Por secretaría, publíquese esta providencia en la plataforma digital de la 

Rama Judicial para la intervención de terceros que tengan algún interés en 

la acción constitucional. 
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Ref. Acción de tutela de ROBERTO CARLOS DEL PORTILLO HERRERA contra el JUZGADO VEINTICINCO 

CIVIL DEL CIRCUITO DE BOGOTÁ y otro. (Primera instancia). Rad. 11001-2203-000-2022-02689-00. 

Notifíquese esta decisión por el medio más expedito y eficaz, de conformidad 

con lo dispuesto en el artículo 16 del Decreto 2591 de 1991 y, por la 

secretaría, infórmese la dirección de correo electrónico a la que se debe 

remitir lo aquí solicitado. 

 

CÚMPLASE 
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Bogotá, diciembre 5 de 2022 
 

JUZGADO DE REPARTO 
atencionalusuariobogota@cendoj.ramajudicial.gov.co 
tutelasbta@cendoj.ramajudicial.gov.co 

 

TRÁMITE: ACCIÓN DE TUTELA 
ACCIONANTE: ROBERTO CARLOS DEL PORTILLO HERRERA 
ACCIONADO: JUZGADO DE CIRCUITO - CIVIL 0014 BARRANQUILLA                   
 JUZGADO VEINTICINCO CIVIL DEL CIRCUITO 

 
CONFORME A LO DISPUESTO EN EL ARTICULO 291 EN CONCORDANCIA CON 
EL 612 DEL C.G.P Y 199 DE LA LEY DE 2011 LA NOTIFICACIÓN POR CORREO 
ELECTRONICO HACE LAS VECES DE NOTIFICACIÓN PERSONAL 

 
ACCION DE TUTELA 

 

Yo, ROBERTO CARLOS DEL PORTILLO HERRERA, identificado con la cedula 
84101581, me dirijo a usted Honorable Juez con el fin de presentar TUTELA ART.86 
Constitución Nacional en contra del JUZGADO DE CIRCUITO - CIVIL 0014 
BARRANQUILLA y el JUZGADO VEINTICINCO CIVIL DEL CIRCUITO, por 
violación a mis derechos fundamentales al debido proceso ART. 29 CN, a la 
información cierta, suficiente, clara y oportuna. 

 
HECHOS 

 

Presento esta acción de tutela por violación a mis derechos fundamentales, al debido 
proceso, a la información cierta, suficiente, clara y oportuna, ya que el JUZGADO 
DE CIRCUITO - CIVIL 0014 BARRANQUILLA y el JUZGADO VEINTICINCO CIVIL 
DEL CIRCUITO incurrió en vías de hecho judicial al no enviar el Fallo de la Tutela, 
la radicación de la tutela se realizó el día 9 de noviembre de 2022 y se me notificó 
por parte del JUZGADO VEINTICINCO CIVIL DEL CIRCUITO que realizaban el 
traslado al JUEZ CIVIL DEL CIRCUITO DE BARRANQUILLA- REPARTO, el día 28 
de noviembre me llegó el acta de reparto con fecha del 10 de noviembre que lo 
enviaron al JUZGADO DE CIRCUITO - CIVIL 0014 BARRANQUILLA, pero al día 
de hoy no me han dado una respuesta clara, precisa y verídica del fallo final de la 
misma. 

 
FUNDAMENTOS DE DERECHO 

GENERALIDADES DEL DERECHO DE PETICIÓN 

 
El derecho de petición es una garantía que se consagra en el artículo 23 de la 

Constitución Política, cuando contempla la posibilidad de formular solicitudes 

respetuosas ante las autoridades y particulares para obtener respuestas completas, 

oportunas y apropiadas. Éstas deben tener relación directa a lo requerido y 

notificarseen los precisos lapsos consagrados por la ley; sin perjuicio, de que la 
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misma le sea favorable al potente, por cuanto el ordenamiento constitucional no 

exige acceder a lo implorado. Sobre la figura en comentario la jurisprudencia de la 

Corte Constitucional ha enseñado: 

(…) El derecho de petición es fundamental y determinante para la efectividad de los 
mecanismos de la democracia participativa. Además, porque mediante él se 
garantiza notros derechos constitucionales, como los derechos a la información, a 
la  participación política y a la libertad de expresión. 

El núcleo esencial del derecho de petición reside en la resolución pronta y oportuna 
de la cuestión, pues de nada serviría la posibilidad de dirigirse a la autoridad si ésta 
no resuelve o se reserva para sí el sentido de lo decidido. 

 
La respuesta debe cumplir con estos requisitos: 1. Oportunidad 2. Debe resolverse 
de fondo, clara, precisa y de manera congruente con lo solicitado 
3. Ser puesta en conocimiento del peticionario. Si no se cumple con estos 
requisitosse incurre en una vulneración del derecho constitucional fundamental de 
petición. 

Por lo anterior, la respuesta no implica aceptación de lo solicitado ni tampoco se 
concreta siempre en una respuesta escrita (…)4. 

 
La regulación de éste derecho fundamental fue condensada en la Ley Estatutaria 

1755 de 2015, conjunto normativo que se ocupa en detalle de la materia 

estableciendo las pautas pertinentes a tópicos como, entre otros: (i) objeto y 

modalidades ante autoridades; (ii) términos de resolución; (iii) presentación, 

radicación, contenido, requisitos y desistimiento; (iv) prioridad, competencia, trámite 

y asistencia; (v) reserva y excepciones; y (vi) derecho de petición ante 

organizacionese instituciones privadas. La normativa se ocupó de fijar los términos 

y condiciones de procedencia de la petición ante las autoridades, al consagrar 

específicamente en el primero de los citados preceptos: 

Toda persona tiene derecho a presentar peticiones respetuosas a las autoridades, 
en los términos señalados en este código, por motivos de interés general o 
particular, ya obtener pronta resolución completa y de fondo sobre la misma. 

Toda actuación que inicie cualquier persona ante las autoridades implica el ejercicio 
del derecho de petición consagrado en el artículo 23 de la Constitución Política, sin 
que sea necesario invocarlo. Mediante él, entre otras actuaciones, se podrá 
solicitar: el reconocimiento de un derecho, la intervención de una entidad o 
funcionario, la resolución de una situación jurídica, la prestación de un servicio, 
requerir información,consultar, examinar y requerir copias de documentos, formular 
consultas, quejas, denuncias y reclamos e interponer recursos. 

El ejercicio del derecho de petición es gratuito y puede realizarse sin necesidad de 
representación a través de abogado, o de persona mayor cuando se trate de 
menoresen relación a las entidades dedicadas a su protección o formación. 



DERECHO DE PETICIÓN ANTE PARTICULARES. 
 

Frente a la procedencia de este derecho fundamental ante particulares, la Corte 

Constitucional ha establecido que las solicitudes pueden presentarse ante: 

(i) “organizaciones privadas con o sin personería jurídica, tales como sociedades, 
corporaciones, fundaciones, asociaciones, organizaciones religiosas, cooperativas, 
instituciones financieras o clubes”, (ii) “personas naturales cuando frente a ellas el 
solicitante se encuentre en situaciones de indefensión, subordinación o la persona 
natural se encuentre ejerciendo una función o posición dominante frente al 
peticionario”; y (iii) “las Cajas de Compensación Familiar, a las Instituciones del 
Sistema de Seguridad Social Integral, a las entidades que conforman el sistema 
financiero y bursátil y a aquellas empresas que prestan servicios públicos y 
servicios públicos domiciliarios”5. 

La Ley Estatutaria 1755 de 2015, en sus artículos 32 y 33, se ocupó de fijar los 

términos y condiciones de procedencia de la petición ante particulares; 

específicamente el artículo 32 prescribió: 

Toda persona podrá ejercer el derecho de petición para garantizar sus derechos 
fundamentales ante organizaciones privadas con o sin personería jurídica, tales 
como sociedades, corporaciones, fundaciones, asociaciones, organizaciones 
religiosas, cooperativas, instituciones financieras o clubes. 

Salvo norma legal especial, el trámite y resolución de estas peticiones estarán 
sometidos a los principios y reglas establecidos en el Capítulo I de este título.6 

Las organizaciones privadas solo podrán invocar la reserva de la información 
solicitada en los casos expresamente establecidos en la Constitución Política y la 
ley. 

Las peticiones ante las empresas o personas que administran archivos y bases de 
datos de carácter financiero, crediticio, comercial, de servicios y las provenientes 
de terceros países se regirán por lo dispuesto en la Ley Estatutaria del Hábeas 
Data. 

Parágrafo 1. Este derecho también podrá ejercerse ante personas naturales 
cuando frente a ellas el solicitante se encuentre en situaciones de indefensión, 
subordinación o la persona natural se encuentre ejerciendo una función o posición 
dominante frente al peticionario. 
Parágrafo 2. Los personeros municipales y distritales y la Defensoría del Pueblo 
prestarán asistencia eficaz e inmediata a toda persona que la solicite, para 
garantizarle el ejercicio del derecho constitucional de petición que hubiere ejercido 
o desee ejercer ante organizaciones o instituciones privadas. 
Parágrafo 3. Ninguna entidad privada podrá negarse a la recepción y radicación 
de solicitudes y peticiones respetuosas, so pena de incurrir en sanciones y/o multas 
por parte de las autoridades competentes. 

A su turno, el canon 33, se ocupó de fijar los términos y condiciones del derecho 



de petición de los usuarios ante instituciones privadas, así: 
 

Sin perjuicio de lo dispuesto en leyes especiales, a las Cajas de Compensación 
Familiar, a las Instituciones del Sistema de Seguridad Social Integral, a las entidades 
que conforman el sistema financiero y bursátil y a aquellas empresas que prestan 
servicios públicos y servicios públicos domiciliarios, que se rijan por el derecho 
privado, se les aplicarán en sus relaciones con los usuarios, en lo pertinente, las 
disposiciones sobre derecho de petición previstas en los dos capítulos anteriores. 

 
PETICIONES. 

 
1. Respuesta de fondo de parte del JUZGADO DE CIRCUITO - CIVIL 0014 

BARRANQUILLA y al JUZGADO VEINTICINCO CIVIL DEL CIRCUITO a mi petición a 
mi correo electrónico tutelaslaboral@gmail.com donde me envíen el fallo con fecha 
y hora del proceso. 

2. Ordenar al JUZGADO DE CIRCUITO - CIVIL 0014 BARRANQUILLA y JUZGADO 
VEINTICINCO CIVIL DEL CIRCUITO enviar el correspondiente fallo a la Tutela 
impuesta en contra de FINESA 

3. CONCEDER, AMPARAR Y PROTEGER mi derecho a conocer el fallo de Tutela 
en contra de Finesa. 

4. QUE SE ME BRINDE un trato digno, justo, respetando mi derecho al derecho de 
petición y debido proceso. 

5. PROTECCIÓN de mis derechos fundamentales al buen nombre. 
6. SOLICITO que mis datos personales sean usados solamente para este proceso 
7. ORDENAR remitir el Fallo de la Tutela en contra de Finesa y me sea enviada a mi 

correo tutelaslaboral@gmail.com 
8. Exigir cumplirse la sumariedad de la brevedad 

 
V. JURAMENTO 

Fundamentada esta Acción de Tutela en lo preceptuado EN EL Art.86 de la 
Constitución Política Nacional, en concordancia con los artículos 1, 13, 16, 25, 42, 43, 
y 229, de la Constitución Nacional y los decretos 2591, 306 de 1992, y en los artículos 
2- 3 Literal a del pacto internacional de derechos civiles y políticos y 25 de la 
convención americana sobre los derechos humanos; BAJO LA GRAVEDAD DE 
JURAMENTO MANIFESTO QUE NO HE PRESENTADO TUTELA POR LOS 
MISMOS HECHOS Y DERECHOS. 

 
 

VI. PRUEBAS 
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1. TUTELA RADICADA EL 9 DE NOVIEMBRE  

 

Bogotá, noviembre 9 de 2022 
 

JUZGADO DE REPARTO 
atencionalusuariobogota@cendoj.ramajudicial.gov.co 
tutelasbta@cendoj.ramajudicial.gov.co 

 

TRÁMITE: ACCIÓN DE TUTELA 
ACCIONANTE: ROBERTO CARLOS DEL PORTILLO HERRERA 

ACCIONADO: JUZGADO SEXTO CIVIL MUNICIPAL DE ORALIDAD DE 
BARRANQUILLA 

JORGE CASTAÑO GUTIERREZ Superintendente Financiero 
SUPERINTENDENCIA FINANCIERA 
ANDRÉS BARRETO GONZÁLEZ Superintendente 
Industria y Comercio- SUPERINTENDENCIA INDUSTRIA 
Y COMERCIO 
FINESA- FINANCIACIÓN ESPECIALZADA 

 
CONFORME A LO DISPUESTO EN EL ARTICULO 291 EN CONCORDANCIA CON 
EL 612 DEL C.G.P Y 199 DE LA LEY DE 2011 LA NOTIFICACIÓN POR CORREO 
ELECTRONICO HACE LAS VECES DE NOTIFICACIÓN PERSONAL 

 
ACCION DE TUTELA 

 
Yo, ROBERTO CARLOS DEL PORTILLO HERRERA, identificado con la cedula 
84101581, me dirijo a usted Honorable Juez con el fin de presentar TUTELA ART.86 
Constitución Nacional en contra y el JUZGADO SEXTO CIVIL MUNICIPAL DE 
ORALIDAD DE BARRANQUILLA y la entidad FINESA, por violación a mis derechos 
fundamentales al debido proceso ART. 29 CN, a la información cierta, suficiente, clara 
y oportuna. 

I. HECHOS 
 

Presento esta acción de tutela por violación a mis derechos fundamentales, al debido 
proceso, a la información cierta, suficiente, clara y oportuna, ya que el JUZGADO 
SEXTO CIVIL MUNICIPAL DE ORALIDAD DE BARRANQUILLA incurrió en vías de 
hecho judicial al hacer caso omiso de que se estaba en proceso y gestionándose un 
proceso por insolvencia económica ante LA OPERADORA DE INSOLVENCIA DE 
LA FUNDACIÓN LIBORIO MEJIA SECCIONAL VALLEDUPAR ubicada en la 
Carrera 11 # 13 b 93 Barrio el Obrero Valledupar, Cesar. 

 
Yo, ROBERTO CARLOS DEL PORTILLO HERRERA me acogí a la LEY DE 
INSOLVENCIA ECONÓMICA, presento y sustento mi petición buscando los 
beneficios contenidos en esta ley, van desde la suspensión de procesos coactivos y 
ejecutivos en contra del deudor, suspensión o detener órdenes de embargo, 
condonación de intereses (pago de solo capital y no intereses), entre otros. La 
Suspensión de llamadas de cobro, es un beneficio adicional, ya que para muchos 
es una realidad que nos resultan hostigantes las gestiones de cobranza por teléfono. 
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Poder salvaguardar, proteger y recuperar mi patrimonio, mi estabilidad económica y 
poder recuperar la liquidez monetaria mediante solicitudes de periodo de gracia. 

 
Pero esto no lo pude lograr ya que el juzgado me atropelló; violó mis derechos 
fundamentales, entregándole mi vehículo que es mi patrimonio a FINESA, con el cual 
trabajo para poder subsistir y brindarle a mi familia un mejor bienestar. 

 
Debo aclarar que mi atraso de pago a los bancos se debió a la entrada de la 
pandemia, ya que mi actividad es transportador de carretera, la cual fue una de las 
más afectadas debido a la paralización que se presentó en esta época. 

 
La pandemia conllevo a tener que pagar parqueadero del vehículo, se me vencieron 
el soat, la revisión tecnomecánica y otros; luego debí hacer el mantenimiento 
adecuado a los vehículos ya que estuvieron 6 meses quietos. El vehículo que hace 
referencia a la prenda de FINESA estuvo quieto por más de un año. 

 
Al igual, presenté atraso en los pagos de seguridad social de los conductores y otros 
gastos más con los cuales debí ponerme al día; se trata de un juego limpio por parte 
de las entidades y ninguna cumplió; ya que el Gobierno había implementado que 
durante la pandemia se congelaban las deudas y cobros coactivos debido a la 
decadencia económica en todos los sectores del país. 

 
DECRETO 482 DE 2020 

 
(Marzo 26) 

TRANSPORTE DE PASAJEROS 

 
ARTÍCULO 4. Transporte de Pasajeros por Carretera - intermunicipal. Durante 
el estado de emergencia económica, social y ecológica y el aislamiento preventivo 
obligatorio, se permite operar el servicio público de transporte terrestre automotor 
en la modalidad de pasajeros por carretera - intermunicipal, con fines de acceso o 
de prestación de servicios de salud; y a personas que requieran movilizarse y sean 
autorizadas en los términos del Decreto 457 de 22 de marzo de 2020. 

 

PARÁGRAFO 1. Para cada ruta autorizada al momento de entrar en vigencia este 
Decreto Legislativo, redúzcase la oferta de operaciones hasta el cincuenta por 
ciento (50%) de la capacidad transportadora autorizada. 

 

ARTÍCULO 23. Infraestructura puesta al servicio público. Durante el estado de 
emergencia económica, social y ambiental y el aislamiento preventivo obligatorio, 
el Centro de Logística y Transporte podrá ordenar la suspensión de cualquier 
infraestructura dispuesta para la prestación del servicio público de transporte, pues 
por regla general deberán mantenerse en operación. 

https://www.funcionpublica.gov.co/eva/gestornormativo/norma.php?i=110674&457


PARÁGRAFO. Dentro del estado de emergencia económica, social y ecológica, 
los administradores de infraestructura dispuesta para la prestación del servicio 
público de transporte deberán adaptar su operación para mantener los esquemas 
determinados por el Centro de Logística y Transporte o el Gobierno nacional; y 
dentro de la época de aislamiento preventivo obligatorio deberán mantener el 
personal mínimo para garantizar la prestación del servicio público de transporte. 

 

El JUZGADO SEXTO CIVIL MUNICIPAL DE ORALIDAD DE BARRANQUILLA violó 
el Artículo 545 del Código General del Proceso (C.G.P.), se puede advertir a los 
acreedores, sobre lo siguiente: 

 
 No se podrán iniciar nuevos procesos ejecutivos, de restitución de bienes por mora 

en el pago de los cánones, o de jurisdicción coactiva contra el deudor y, en 
consecuencia, se suspenderán los procesos de este tipo que estuvieren en curso al 
momento a partir de la fecha. 

 
Esto significa que entrar en un proceso de Insolvencia, no les otorga derecho alguno 
a FINESA para entablar nuevas demandas ni embargos. 

 
Busqué acogerme al segundo beneficio que es la suspensión de pago a acreedores 
(FINESA), incluyendo libranzas y descuentos. Es un gran beneficio del proceso de 
Insolvencia, ya que mientras se está en el proceso, yo como deudor no realizo pagos 
para poder dedicar mis esfuerzos a reorganizar mis deudas y programar la forma de 
pagar dichas deudas. 

 
El tercer beneficio que es la suspensión de cobros al deudor por cualquier medio, 
indica que FINESA, a partir de la fecha de emisión del Auto de Admisión (documento 
legal de ingreso al proceso), debió suspender todo tipo de cobros. 

 
Esto significa, que FINESA debió suspender llamadas, correos, cartas y demás 
acciones de cobro. 

 
El juzgado incurre en protuberantes vías de hecho judicial al hacer entrega de mi 
vehículo con placas SZL860 a la entidad financiera FINESA. 

 



Quién autorizó el contrato de garantía por parte de finesa es ilegal; al consultar los 
modelos autorizados por la Superintendencia Financiera; advertimos que este tipo de 
garantía no está debidamente autorizada. 

 
Porque el juzgado legaliza un proceso con un documento ilegal sin la plena 
autorización de la SUPERINTENDENCIA FINANCIERA y más grave construye y 
edifica todo el tramado judicial sobre una garantía mobiliaria que es ilegal. 
investigar y sancionar compulsar copias solicitar a la Superintendencia Financiera y a 
la Superintendencia de Industria y Comercio quién autorizó ese modelo de garantía 
porque en nuestra experticia, conocimiento, en los formularios aparece una notica que 
dice vigilado por la Superintendencia Financiera al lado izquierdo y en la parte inferior 
derecha dice formulario revisado y autorizado por Superintendencia Financiera. 

 
Otra de las violaciones hechas por el juzgado es el Artículo 50 de la ley 1676 de 2013 

 
Se promueve el acceso al crédito y se dictan normas sobre garantías mobiliarias 
Artículo 50. Las garantías reales en los procesos de reorganización 

 
A partir de la fecha de inicio del proceso de reorganización no podrá admitirse ni 
continuarse demanda de ejecución o cualquier otro proceso de cobro en contra del 
deudor sobre bienes muebles o inmuebles necesarios para el desarrollo de la 
actividad económica del deudor y que hayan sido reportados por el deudor como tales 
dentro de la información presentada con la solicitud de inicio del proceso; con base 
en esta información se dará cumplimiento al numeral 9 del artículo 19 de la Ley 1116 
de 2006. 

 
Los demás procesos de ejecución de la garantía real sobre bienes no necesarios para 
la actividad económica del deudor, podrán continuar o iniciarse por decisión del 
acreedor garantizado. El juez del concurso podrá autorizar la ejecución de garantías 
reales sobre cualquiera de los bienes del deudor, en los términos del artículo 17 de la 
Ley 1116, cuando estime, a solicitud del acreedor garantizado, que los citados bienes 
no son necesarios para la continuación de la actividad económica del deudor. 
También procederá la ejecución de los bienes dados en garantía cuando el juez del 
concurso estime que los bienes corren riesgo de deterioro o pérdida. 

 
Los bienes en garantía reportados por el deudor al inicio del proceso de 
reorganización de que trata el inciso 1o de este artículo, deberán ser presentados en 
un estado de inventario debidamente valorado a la fecha de presentación de los 
estados financieros allegados con la solicitud. 

 
En caso de que los bienes objeto de garantía estén sujetos a depreciación, el acreedor 
podrá solicitar al promotor y, en su caso, al juez del concurso, que se adopten medidas 
para proteger su posición de acreedor con garantía real, tales como la sustitución del 
bien objeto de la garantía por un bien equivalente, la dotación de reservas, o la 
realización de pagos periódicos para compensar al acreedor por la pérdida de valor 
del bien. 



El promotor con base en esta información y demás documentos de prueba que aporte 
el acreedor garantizado, al presentar el proyecto de calificación y graduación y 
determinación de derechos de voto, reconocerá al acreedor garantizado el valor de la 
obligación como garantizada con los intereses inicialmente pactados hasta la fecha 
de la celebración del acuerdo de reorganización y hasta el tope del valor del bien dado 
en garantía. 

 
Confirmado el acuerdo de reorganización, el acreedor garantizado tendrá derecho a 
que se pague su obligación con preferencia a los demás acreedores que hacen parte 
del acuerdo. Si el acreedor garantizado tuviere una obligación pactada a plazo, el 
pago se realizará en el plazo originalmente pactado y siempre y cuando se pague el 
monto vencido con anterioridad a la apertura del proceso de reorganización. Igual 
tratamiento tendrá el acreedor garantizado que accede a que se venda el bien dado 
en garantía como parte del acuerdo de reorganización. 

 
Si el acreedor garantizado vota afirmativamente el acuerdo de reorganización y 
acepta que se pague su crédito en el marco del acuerdo de reorganización con una 
prelación distinta a la establecida en el inciso anterior, podrá solicitar que la obligación 
que no sea garantizada se reconozca como crédito garantizado hasta el tope del valor 
del bien dado en garantía. 

 
En caso de incumplimiento del acuerdo de reorganización, el liquidador en el proyecto 
de calificación y graduación de créditos reconocerá como obligación garantizada, el 
valor de la obligación hasta el tope del valor del bien reportado a la fecha de la solicitud 
de apertura del proceso de reorganización si este es mayor. 

 
En caso de no presentarse el acuerdo de reorganización o de su no confirmación, a 
la liquidación por adjudicación se aplicará lo dispuesto en el presente artículo para la 
liquidación judicial. 

 
PARÁGRAFO. Las facilidades de pago de que trata el artículo 10 de la Ley 1116 de 
2006, solo podrán referirse a las obligaciones por retenciones de carácter obligatorio 
a favor de las autoridades fiscales de conformidad con lo establecido en el artículo 32 
de la Ley 1429 de 2010. 

 
Colombia Art. 50 Se promueve el acceso al crédito y se dictan normas sobre 
garantías mobiliarias 

 
Qué significa la expresión: 

 

La expresión “Vigilado por la Superintendencia Financiera de Colombia” que 
usted lee o escucha en comercios, publicidad o comerciales, significa que la entidad 
que está ofreciendo esos productos y servicios fue autorizada por la 
Superintendencia para funcionar y nosotros vigilamos que cumpla las normas que 
aplican para la actividad financiera, bursátil y aseguradora, así como cualquier otra 
relacionada con el manejo e inversión de los recursos del público. 



Es importante tener en cuenta que las únicas entidades autorizadas para recibir, 
manejar, aprovechar o invertir el dinero del público, es decir, sus ahorros, 
inversiones, créditos, seguros, pensiones o cesantías, son las vigiladas por la 
Superintendencia Financiera de Colombia. Para poder funcionar, estasentidades 
deben constituirse como sociedades anónimas o cooperativas financieras y deben 
surtir un proceso de autorización riguroso ante nosotros. 

 
Para cerciorarse de que una entidad es vigilada por la Superintendencia Financiera 
de Colombia, puede consultar en nuestra página de internet, 
www.superfinanciera.gov.co, en el botón “Industrias supervisadas”. Si tienealguna 
inquietud, puede comunicarse con nosotros llamando a nuestro centro decontacto al 
número 3078042 en Bogotá, D.C o a la línea gratuita nacional 018000120100. 

 
Tenga en cuenta que existen otras entidades, como las cooperativas 
especializadas, multiactivas o integrales, que son autorizadas y vigiladas por la 
Superintendencia de la Economía Solidaria para ejercerla actividad financiera con 
sus asociados o cooperados. Para conocer cuáles entidades son vigiladas por esa 
institución, consulte la página de internet www.supersolidaria.gov.co enel botón 
“Entidades Vigiladas”. 

 

ACCION DE TUTELA CONTRA PROVIDENCIAS JUDICIALES-Requisitos 
generales y especiales de procedibilidad 

 
DEFECTO SUSTANTIVO COMO CAUSAL ESPECIFICA DE PROCEDIBILIDAD 
DE LA ACCION DE TUTELA CONTRA PROVIDENCIAS JUDICIALES- 
Reiteración de jurisprudencia 

 
 

DEFECTO MATERIAL O SUSTANTIVO-Configuración 
 

VIOLACION DIRECTA DE LA CONSTITUCION COMO CAUSAL DE 
PROCEDIBILIDAD DE LA ACCION DE TUTELA CONTRA PROVIDENCIAS 
JUDICIALES 

 
I. REQUISITOS GENERALES Y ESPECÍFICOS DE PROCEDENCIA DE LA 

ACCIÓN DE TUTELA CONTRA PROVIDENCIAS JUDICIALES. ESPECIAL 
ÉNFASIS EN LOS DEFECTOS SUSTANTIVO Y DE VIOLACIÓN DIRECTA DE 
LA CONSTITUCIÓN. REITERACIÓN DE JURISPRUDENCIA 

 
1. Esta Corporación, actuando como guardiana de la integridad y supremacía del texto 
constitucional, ha determinado unas reglas claras sobre la procedencia excepcional de 
la acción de tutela contra providencias judiciales. Esta línea se basa en la búsqueda de 
una ponderación adecuada entre dos elementos fundamentales del orden constitucional: 
la primacía de los derechos fundamentales y el respeto por los principios de autonomía 
e independencia judicial[15]. 
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Precisamente, en desarrollo del principio de supremacía de la Constitución, todos los 
servidores públicos que ejercen funciones jurisdiccionales deben garantizar y proteger los 
derechos fundamentales de los sujetos procesales que intervienen en los diferentes procesos 
ordinarios. Por consiguiente, las normas de la Carta Política y, en especial, aquellas que prevén 
tales derechos, constituyen parámetros ineludibles para la decisión judicial. 

 
La jurisprudencia de esta Corte ha establecido dos presupuestos básicos para determinar 
si una actuación judicial goza de legitimidad desde el punto de vista constitucional, a 
saber: (i) que el procedimiento surtido para adoptar una decisión haya preservado las 
garantías propias del debido proceso, de las que son titulares los sujetos procesales; 
y, (ii) que la decisión judicial sea compatible con el conjunto de valores, principios y 
derechos previstos por la Constitución. Si se acredita con suficiencia que la decisión 
judicial cuestionada incumple estos presupuestos de legitimidad, surge la necesidad de 
restituir y de preservar la eficacia de los preceptos constitucionales en el caso concreto, 
mediante la intervención excepcional del juez tutelar. 

 
De acuerdo con el estado actual de la jurisprudencia, la acción de tutela contra sentencias 
judiciales es un instrumento excepcional, dirigido a enfrentar aquellas situaciones en que 
la decisión del juez incurre en graves falencias, de relevancia constitucional, las cuales 
tornan la decisión incompatible con la Constitución. En este sentido, la acción de tutela 
contra providencias judiciales es concebida como un “juicio de validez” y no como 
un “juicio de corrección” del fallo cuestionado[16], lo que se opone a que se use 
indebidamente como una nueva instancia para la discusión de los asuntos de índole 
probatoria o de interpretación del derecho legislado, que dieron origen a la controversia, 
más aún cuando las partes cuentan con los recursos judiciales, tanto ordinarios como 
extraordinarios, para combatir las decisiones que estiman arbitrarias o que son 
incompatibles con la Carta Política. Empero, pueden subsistir casos en que agotados 
dichos recursos, persiste la arbitrariedad judicial; en esos casos especiales es que se 
habilita el amparo constitucional. 

 
1.1. En desarrollo de esas premisas, la Sala Plena de la Corte Constitucional, en 
sentencia C-590 de 2005[17], estableció de forma unánime un conjunto sistematizado de 
requisitos estrictos, de naturaleza sustancial y procedimental, que deben ser acreditados 
en cada caso concreto, como presupuestos ineludibles para la protección de los derechos 
fundamentales afectados por una providencia judicial. 

 
Ellos se dividen en dos grupos: (i) los requisitos generales, que están relacionados con 
condiciones fácticas y de procedimiento, las cuales buscan hacer compatible dicha 
procedencia con la eficacia de valores de estirpe constitucional y legal, relacionados con 
la seguridad jurídica, los efectos de la cosa juzgada, la independencia y autonomía del 
juez, al igual que la distribución jerárquica de competencias al interior de la rama 
jurisdiccional; y, (ii) los requisitos específicos, que se refieren a la descripción de los 
defectos en que puede incurrir una decisión judicial y que la hacen incompatible con la 
Constitución. 

 
1.2. Así, los requisitos generales de procedencia de la acción de tutela contra 
providencias judiciales son los siguientes, siguiendo lo definido por esta Corte en la 
mencionada sentencia C-590 de 2005: 

 
1.2.1. Que la cuestión que se discuta resulte de evidente relevancia constitucional. Para 
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la Corte, el juez constitucional no puede estudiar cuestiones que no tienen una clara y 
marcada importancia constitucional so pena de involucrarse en asuntos que corresponde 
definir a otras jurisdicciones. 

 
1.2.2. Que se hayan agotado todos los medios -ordinarios y extraordinarios-, de defensa 
judicial al alcance de la persona afectada, salvo que se trate de evitar la consumación de 
un perjuicio iusfundamental irremediable. 

 
1.2.3. Que se cumpla el requisito de la inmediatez, es decir, que la tutela se hubiere 
interpuesto en un término razonable y proporcionado a partir del hecho que originó la 
vulneración. 

 
1.2.4. Cuando se trate de una irregularidad procesal, debe quedar claro que la misma 
tiene un efecto decisivo o determinante en la sentencia que se impugna y que afecta los 
derechos fundamentales de la parte actora. 

 
1.2.5. Que la accionante identifique de manera razonable tanto los hechos que generaron 
la vulneración como los derechos conculcados y que hubiere alegado tal vulneración en 
el proceso judicial siempre que esto hubiere sido posible. Esta exigencia es comprensible 
pues, sin que la acción de tutela llegue a rodearse de unas exigencias formales contrarias 
a su naturaleza y no previstas por el constituyente, sí es menester que el actor tenga 
claridad en cuanto al fundamento de la afectación de derechos en la decisión judicial, 
que la haya planteado al interior del proceso y que dé cuenta de todo ello al momento de 
pretender la protección constitucional de sus derechos. 

 
1.2.6. Que no se trate de sentencias de tutela. Esto por cuanto los debates sobre la 
protección de los derechos fundamentales no pueden prolongarse de manera indefinida. 
Además de ello, la Corte ha señalado la imposibilidad de atacar mediante acción de tutela 
los fallos dictados por las Salas de Revisión y la Sala Plena de esta Corte en sede de 
tutela, así como las sentencias proferidas en control de constitucionalidad por parte de la 
Corte Constitucional o del Consejo de Estado. 

 
1.3. Como se dijo anteriormente, los requisitos específicos que habilitan la procedencia 
excepcional de la acción de tutela contra providencias judiciales aluden a la configuración 
de defectos que, por su gravedad, tornan insostenible el fallo cuestionado al ser 
incompatible con los preceptos constitucionales. Estos defectos son los siguientes[18]: 

 

1.3.1. Defecto orgánico, que se presenta cuando el funcionario judicial que profirió la 
providencia impugnada, carece, absolutamente, de competencia para ello. 

 
1.3.2. Defecto procedimental absoluto, que se origina cuando el juez actuó 
completamente al margen del procedimiento establecido. 

 
1.3.3. Defecto fáctico, que surge cuando el juez carece del apoyo probatorio que permita 
la aplicación del supuesto legal en el que se sustenta la decisión. 

 
1.3.4. Defecto material o sustantivo, como son los casos en que se decide con base en 
normas inexistentes o inconstitucionales o que presentan una evidente y grosera 
contradicción entre los fundamentos y la decisión. 
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1.3.5. Error inducido, que se presenta cuando el juez o tribunal fue víctima de un engaño 
por parte de terceros y ese engaño lo condujo a la toma de una decisión que afecta 
derechos fundamentales. 

 
1.3.6. Decisión sin motivación, que implica el incumplimiento de los servidores judiciales 
de dar cuenta de los fundamentos fácticos y jurídicos de sus decisiones en el entendido 
que precisamente en esa motivación reposa la legitimidad de su órbita funcional. Así, 
este defecto se configura ante la ausencia de razonamientos que sustenten lo decidido. 

 
1.3.7. Desconocimiento del precedente, hipótesis que se presenta, por ejemplo, cuando 
la Corte Constitucional establece el alcance de un derecho fundamental y el juez ordinario 
aplica una ley limitando sustancialmente dicho alcance. En estos casos la tutela procede 
como mecanismo para garantizar la eficacia jurídica del contenido constitucionalmente 
vinculante del derecho fundamental vulnerado. 

 
1.3.8. Violación directa de la Constitución, que se presenta cuando el operador judicial 
desconoce un postulado de la Carta Política de 1991, es decir, el valor normativo de los 
preceptos constitucionales. 

 
En este orden de ideas, los criterios esbozados constituyen un catálogo a partir del cual 
es posible comprender y justificar a la luz de la Constitución y de los instrumentos 
internacionales de derechos humanos, la procedencia excepcional de la acción de tutela 
contra providencias judiciales. 

 
 

1.4. Ahora bien, en alusión específica a los defectos sustantivo y de violación directa de 
la Constitución que ocupan la atención de la presente decisión, la jurisprudencia 
constitucional los ha caracterizado de la siguiente manera, a saber: 

 
1.4.1. Defecto sustantivo o material se presenta cuando “la autoridad judicial aplica una 
norma claramente inaplicable al caso o deja de aplicar la que evidentemente lo es, u opta 
por una interpretación que contraríe los postulados mínimos de la razonabilidad 
jurídica”[19]. De esta manera, la Corte en diversas decisiones ha venido construyendo los 
distintos supuestos que pueden configurar este defecto, los cuales fueron recogidos 
sintéticamente en la sentencia SU-649 de 2017[20], la cual se transcribe en lo pertinente: 

 

“Esta irregularidad en la que incurren los operadores jurídicos se genera, entre otras 
razones: (i) cuando la decisión judicial se basa en una norma que no es aplicable, 
porque: (a) no es pertinente[21], (b) ha sido derogada y por tanto perdió vigencia[22], (c) 
es inexistente[23], (d) ha sido declarada contraria a la Constitución[24], (e) a pesar de 
que la norma cuestionada está vigente y es constitucional, no se adecúa a la situación 
fáctica a la cual se aplicó, porque la norma utilizada, por ejemplo, se le dan efectos 
distintos a los señalados expresamente por el legislador[25]; (ii) a pesar de la autonomía 
judicial, la interpretación o aplicación de la norma al caso concreto, no se encuentra, 
prima facie, dentro del margen de interpretación razonable[26] o “la aplicación final de 
la regla es inaceptable por tratarse de una interpretación contraevidente (interpretación 
contra legem) o claramente perjudicial para los intereses legítimos de una de las 
partes”[27] o se aplica una norma jurídica de forma manifiestamente errada, sacando de 
los parámetros de la juridicidad y de la interpretación jurídica aceptable la decisión 
judicial; (iii) no se toman en cuenta sentencias que han definido su alcance con efectos 
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erga omnes[28], (iv) la disposición aplicada se torna injustificadamente regresiva[29] o 
contraria a la Constitución[30]; (v) un poder concedido al juez por el ordenamiento 
jurídico se utiliza “para un fin no previsto en la disposición”[31]; (vi) cuando la decisión 
se funda en una hermenéutica no sistémica de la norma, con omisión del análisis de 
otras disposiciones que regulan el caso[32] o (vii) se desconoce la norma constitucional 
o legal aplicable al caso concreto[33]”. 

 

Y es que, la independencia y la autonomía de los jueces para aplicar e interpretar una 
norma jurídica en la solución del caso sometido a su estudio, no es absoluta, pues la 
actividad judicial debe desarrollarse dentro del parámetro de la efectividad de los 
principios, derechos y deberes consagrados en la Constitución que pueden afectarse 
con la indebida interpretación de una norma, con su inaplicación y con la aplicación de 
un precepto inexistente. Es decir, que dicha actividad debe ceñirse al carácter 
normativo de la Constitución (artículo 4º de la CP), la obligación de dar eficacia a los 
derechos fundamentales (artículo 2º Superior), de la primacía de los derechos humanos 
(artículo 5º de la Constitución), el principio de legalidad contenido en el derecho 
fundamental al debido proceso (artículo 29 de la CP), y la garantía al acceso a la 
administración de justicia (artículo 228 Superior)[34]. 

 

Ahora bien, por ser relevante para el caso que nos ocupa, el defecto sustantivo por 
aplicación de una norma inexistente se configura cuando el operador judicial da 
solución a un asunto basado en una aparente disposición que carece de todo soporte 
constitucional y legal[35]. 

 

A su vez, el defecto sustantivo por dejar de aplicar una norma legal relevante para la 
solución del asunto, se estructura cuando la autoridad judicial omite pronunciarse en 
relación con normas que resultan aplicables al caso que debe decidir, máxime cuando 
las mismas tienen un alcance favorable. 

 
Un primer paso en esta dirección se encuentra en la sentencia T-573 de 1997[36], en la 
cual la Corte decidió la tutela interpuesta contra una sentencia en la que un juez penal 
se abstuvo de aplicar la rebaja de penas consagrada en el artículo 374 del Código 
Penal de la época, sin justificar los motivos de la inaplicación, pese a que el actor 
cumplía con los requisitos para su otorgamiento. En esta ocasión señaló que: “(e)n este 
caso, la vía de hecho la constituyó la omisión en que incurrió el juez acusado al no 
hacer consideración alguna sobre la procedencia o improcedencia del artículo 374 el 
Código Penal. Más aún, cuando no se requería solicitud expresa de la parte procesada 
para su reconocimiento”. 

 
Este pronunciamiento inicial se consolidó luego en una serie de sentencias, en las que 
se decanta la doctrina del defecto sustantivo por inaplicación de una norma claramente 
aplicable o una más favorable. Por ejemplo, en la sentencia T-966 de 2006[37], al 
examinar un conjunto de decisiones judiciales en las que se negó a varias personas 
condenadas por sentencia anticipada la aplicación de una norma posterior que 
consagraba una rebaja de penas mayor por aceptación de cargos a la establecida en 
las normas vigentes al tiempo de ser condenados, la Corte consideró que tales 
providencias judiciales incurrían en un defecto sustantivo por inaplicación de la norma 
penal más favorable. 

 
Más adelante, en la sentencia T-686 de 2007[38], esta Corporación se ocupó del estudio 
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de un caso en el cual el juez accionado declaró extemporánea la presentación de las 
excepciones por parte del demandado en un proceso judicial, por cuanto el conteo de 
los términos lo realizó con base en la información errada que fue reportada en el 
sistema de control de procesos del despacho y no a partir de la notificación personal al 
demandado que obraba en el expediente. En esa oportunidad, la Corte concluyó que 
el Auto censurado adolecía de un defecto sustantivo porque no aplicó ni justificó la 
inaplicación de normas relevantes para decidir el caso, en concreto, omitió tener en 
cuenta las normas establecidas en el artículo 95 de la Ley 270 de 1996, en la Ley 527 
de 1999 e interpretadas en la sentencia C-831 de 2001, que precisan las condiciones 
bajo las cuales los mensajes de datos utilizados para dar a conocer las actuaciones 
judiciales pueden ser tenidos como un equivalente funcional de los escritos. En tal 
sentido, encontró procedente la solicitud de amparo constitucional ante la existencia de 
un defecto sustantivo. 

 
Posteriormente, en la sentencia T-393 de 2008[39], la Corte examinó el caso de una 
persona que se acogió a sentencia penal anticipada y fue condenada a 64 meses de 
prisión. Ante el juez de ejecución de penas y medidas de seguridad, el condenado 
solicitó la rebaja del 50% de la pena conforme al artículo 351 de la Ley 906 de 2004, 
petición que fue acogida en primera instancia por el a quo otorgándole el beneficio de 
la libertad condicional, pero que fue revocada por el Tribunal en cuanto a la dosificación 
de la pena y el beneficio de la libertad condicional. En ese momento, el actor planteó 
en tutela un defecto sustantivo por inaplicar el principio de favorabilidad penal, en tanto 
existen similitudes entre las figuras de la sentencia anticipada y la aceptación unilateral 
de cargos. Esta Corporación, luego de resaltar la importancia del principio de 
favorabilidad penal, señaló que la aplicación del beneficio contenido en el artículo 351 
de la Ley 906 de 2004 no es incompatible con la rebaja de pena aplicada en razón de 
la sentencia anticipada prevista en la Ley 600 de 2000. De allí, dedujo la configuración 
de un defecto sustantivo porque el operador judicial acusado no aplicó la norma legal 
que permitía acceder a la redosificación punitiva y, en consecuencia, al beneficio de la 
libertad condicional. 

 
De forma más reciente, en la sentencia T-019 de 2017[40], la Corte se ocupó del estudio 
de una acción de tutela que presentó una persona que fue condenada a 30 años de 
prisión por el delito de secuestro extorsivo agravado y otros. En la fase de vigilancia de 
la sanción, le fue acumulada otra pena principal por los delitos de hurto calificado y 
agravado y porte ilegal de armas, con lo cual se reportó una sanción penal de 32 años. 
El actor solicitó la libertad condicional, la cual le fue negada mediante providencia 
judicial proferida por el juez de ejecución de penas y medidas de seguridad a cargo, 
bajo el argumento de que ese beneficio se encontraba prohibido concederlo para el 
delito de secuestro extorsivo agravado a la luz del artículo 11 de la Ley 733 de 2002, 
decisión que fue confirmada por el Tribunal. Debido a lo anterior, el accionante presentó 
tutela alegando la configuración de un defecto sustantivo porque, acorde con lo previsto 
en el artículo 5° de la Ley 890 de 2004, que derogó el artículo 1° de la Ley 733 de 2002, 
y la Ley 906 de 2004, estimó que si tenía derecho a ser favorecido con el subrogado 
penal y que debía aplicarse el principio de favorabilidad penal. En esa oportunidad, 
esta Corporación encontró estructurado un   defecto   sustantivo   porque   los 
jueces “desconocieron las normas consagradas en la Constitución Política, en el 
Código Penal y de Procedimiento Penal que consagran que la ley permisiva o 
favorable, aun cuando sea posterior se aplicará sin excepción, de preferencia a la 
restrictiva o desfavorable, lo cual rige también para los condenados. El estudio de dicho 

https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2019/t-016-19.htm#_ftn39
https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2019/t-016-19.htm#_ftn40


principio debe consultar las circunstancias y particularidades de cada caso 
concreto”. Así, precisó que debía aplicarse la Ley 890 de 2004, a efectos de estudiar 
la petición de libertad condicional, en virtud del principio de favorabilidad y realizando 
una previa valoración de la gravedad de la conducta, “análisis que habrá de recaer 
sobre el contenido de la sentencia condenatoria, y que puede llevar a que el juez 
conceda o niegue el subrogado”. También señaló que se debía tener en cuenta el 
artículo 64 del Código Penal, modificado por el artículo 30 de la ley 1709 de 2014. 

 
Del anterior recuento jurisprudencial se desprende que, pese a la autonomía de los 
jueces para elegir las normas jurídicas pertinentes al caso concreto, para determinar 
su forma de aplicación, y para establecer la manera de interpretar e integrar el 
ordenamiento jurídico, no le es dable en esa labor, apartarse de las disposiciones 
consagradas en la Constitución o la ley, ni tampoco realizar su actividad a partir de 
postulados legales inexistentes, pues de darse una u otra cosa, se constituye un 
defecto sustantivo que habilita la procedencia excepcional de la acción de tutela contra 
providencias judiciales. 

 
1.4.2. El defecto por incurrir en violación directa de la Constitución, parte del 
enunciado dispuesto en el artículo 4° superior que expresamente señala: “La 
Constitución es Norma de normas. En todo caso de incompatibilidad entre la 
Constitución y la ley u otra norma jurídica, se aplicarán las disposiciones 
constitucionales”. Así las cosas, la Carta Política es la de mayor rango en el 
ordenamiento jurídico y, de acuerdo con ella, se establece la eficacia de las demás 
disposiciones que componen la estructura legal del país. En ese orden, el sistema 
jurídico actual reconoce valor normativo a las disposiciones fundamentales contenidas 
en la Constitución, de manera que su aplicación se traduce en una obligación directa 
que le asiste a todas las autoridades judiciales de velar y materializar el principio de 
supremacía constitucional, de tal forma que en caso de incompatibilidad entre la 
Constitución y la ley u otra norma jurídica, se apliquen las disposiciones 
constitucionales. 

 
Recientemente, esta Corporación en la sentencia SU-024 de 2018[41] recordó que en 
principio esta causal se concibió como un defecto sustantivo, pero que a partir de la 
sentencia T-949 de 2013[42] se determinó como un defecto específico autónomo e 
independiente de procedencia de la acción de tutela contra providencias judiciales, 
interpretación que en efecto se consolidó en la sentencia C-590 de 2005 estableciendo 
que “(…) la violación directa de la Constitución opera en dos circunstancias: uno (i) 
cuando se deja de aplicar una disposición ius fundamental a un caso concreto, dos (ii) 

al aplicar la ley al margen de los dictados de la Constitución”[43]. Es más, la sentencia 
SU-336 de 2017 precisó que la violación directa a la Constitución “encuentra cimiento 
en el actual modelo de ordenamiento constitucional que reconoce valor normativo a los 
preceptos superiores, de modo tal que contienen mandatos y previsiones de aplicación 
directa por las distintas autoridades y, en determinados eventos, por los particulares. 
Es por esa razón que resulta factible que una decisión judicial pueda cuestionarse a 
través de la acción de tutela cuando desconoce o aplica indebida o irrazonablemente 

tales postulados”[44]. 
 

De acuerdo con la jurisprudencia constitucional, este defecto o causal se estructura en 
las siguientes hipótesis. En primer lugar, porque no se aplica una norma ius 
fundamental al caso en estudio, por ejemplo, cuando“(a) en la solución del caso se dejó 
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de interpretar y aplicar una disposición legal de conformidad con el precedente 
constitucional, (b) se trata de un derecho fundamental de aplicación inmediata y (c) el 
juez en sus resoluciones vulneró derechos fundamentales y no tuvo en cuenta el 

principio de interpretación conforme con la Constitución”[45]. Y en segundo lugar, 
porque se aplica la ley al margen de los preceptos consagrados en la Constitución, 
concretamente, “el juez debe tener en cuenta en sus fallos, que con base en el artículo 
4° de la C.P. la Constitución es norma de normas y que en todo caso en que encuentre, 
deduzca o se le interpele sobre una norma que es incompatible con la Constitución, 
debe aplicar las disposiciones constitucionales con preferencia a las legales mediante 

el ejercicio de la excepción de inconstitucionalidad”[46]. Significa lo anterior que, la 
prevalencia del orden superior debe asegurarse aun cuando las partes no hubieren 
solicitado la inaplicación de la norma para el caso particular. 

 
En este orden de ideas, el defecto específico de procedencia de la acción de tutela 
contra providencias judiciales denominado violación directa de la Constitución, se 
genera a partir del desconocimiento de los jueces de su obligación de aplicar el texto 
superior, conforme con el mandato consagrado en el artículo 4° de la Carta Política que 
antepone de manera preferente la aplicación de sus postulados, en procura de 
materializar la supremacía constitucional y de garantizar la eficacia directa de las 
disposiciones superiores. 

 
1.5. A partir de lo expuesto anteriormente, se reitera que la acción de tutela contra 
providencias judiciales debe cumplir con los requisitos generales de procedencia 
excepcional y sumado a ello se debe invocar aunque sea una de las causales 
específicas que se identifican como defectos de la decisión judicial. A continuación, la 
Sala profundizará en el requisito de subsidiariedad. 

 
[RESPONSABILIDAD DISCIPLINARIA - Se fundamenta en el incumplimiento de los deberes 
funcionales] 
En relación con el segundo de estos elementos, la Corte ha explicado que los servidores 
públicos, en el ejercicio de los cargos para los cuales hayan sido nombrados, deben propender 
por el logro del objetivo principal para el cual fueron nombrados, a saber, servir al Estado y a 
la comunidad con estricta sujeción a lo dispuesto en la Constitución, la ley y el reglamento – 
“por lo tanto, pueden verse sometidos a una responsabilidad pública de índole disciplinaria, 
cuando en su desempeño vulneran el ordenamiento superior y legal vigente, así como por la 
omisión o extralimitación en el ejercicio de sus funciones (C.P., arts. 6o. y 123) [14] .” [15] Así, 
la finalidad del derecho disciplinario es la de salvaguardar la obediencia, la disciplina, la rectitud 
y la eficiencia de los servidores públicos [16] ; por ello, el fundamento de la responsabilidad 
disciplinaria es la inobservancia de los deberes funcionales del servidor público, tal y como los 
establecen la Constitución, las leyes y los reglamentos aplicables: de allí que el derecho 
disciplinario valore la inobservancia de normas positivas en cuanto ella implique el 
quebrantamiento del deber funcional, esto es, el desconocimiento de la función social que le 
incumbe al servidor público o al particular que cumple funciones públicas” 

 
V. PETICIONES. 

 
1. DECRETAR LA NULIDAD DE TODO LO ACTUADO en el fallo de tutela, por 

los vicios de fondo y de forma. 
2. ORDENAR la devolución y entrega del vehículo que se describe a continuación 
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3. PROTEGER mi derecho fundamental al debido proceso ordenando respuesta clara, 
precisa y de fondo de mis pretensiones del derecho de petición debidamente 
radicado 

4. COMPULSAR copias a la policía Nacional-Automotores del trámite de la acción de 
tutela para que de acuerdo a la protección a mis derechos fundamentales proceda 
a la devolución del vehículo 

5. ORDENAR de manera inmediata restituir el fallo dado por el juez ya que no tuvo en 
cuenta el proceso que se llevaba a cabo. 

6. INVESTIGACIÓN por parte de la SUPERINTENDENCIA FINANCIERA porque no 
reconocieron desde un principio el proceso que se llevaba a cabo antes de la 
aprehensión del vehículo y no verificaron la veracidad del formulario, pagaré y 
contrato entregado por FINESA. 

7. ANÁLISIS DE FONDO del fallo de tutela. 
8. SOLICITO DE CONFORMIDAD CON EL NUMERAL 2 DEL ARTÍCULO 16 DE LA 

ESTATUTARIA 1266 DEL 31 DE DICIEMBRE DEL 2008 EN UN TÉRMINO NO 
MAYOR DE 2 DÍAS HÁBILES DEBERÁ GENERAR UN RESPUESTA CLARA, 
PRECISA Y CONTUNDENTE. 

 

VI. JURAMENTO 

Fundamentada esta Acción de Tutela en lo preceptuado EN EL Art.86 de la 
Constitución Política Nacional, en concordancia con los artículos 1, 13, 16, 25, 42, 43, 
y 229, de la Constitución Nacional y los decretos 2591, 306 de 1992, y en los artículos 
2- 3 Literal a del pacto internacional de derechos civiles y políticos y 25 de la 
convención americana sobre los derechos humanos; BAJO LA GRAVEDAD DE 
JURAMENTO MANIFESTO QUE NO HE PRESENTADO TUTELA POR LOS 
MISMOS HECHOS Y DERECHOS. 
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FORMULARIO INICIAL 
 
 

REGISTRO DE GARANTÍAS 

MOBILIARIASFORMULARIO 

DE INSCRIPCIÓN INICIAL 
 

Fecha y hora inscripción: 

05/06/2019 15:45:28 

Número de Inscripción (Folio Electrónico) 
20190605000059600 

 
A.1 INFORMACIÓN SOBRE EL DEUDOR 

 
Persona Natural: Persona natural nacional mayor de 18 años 

Número de Identificación 

84101581 

Primer Apellido 

DEL PORTILLO 

Segundo Apellido 

HERRERA 

Primer Nombre 

ROBERTO 

Segundo Nombre 

CARLOS 

Sexo 

MASCULINO 

País 

Colombia 

Departamento 

ATLANTICO 

Municipio 

BARRANQUILLA 

Dirección 

[CR 19 # 37 - 14] 

Teléfono(s) fijo(s) 

5899280 

Teléfono(s) Celular 

3163178175 

Dirección Electrónica (Email) 

ROBERTODELPORTILLO@GMAIL.COM 

mailto:ROBERTODELPORTILLO@GMAIL.COM


Tipo de cliente Nuevo 

Proceso de insolvencia 

NO 

Tipo de administrador de insolvencia Nombre de administrador de insolvencia 

SECTOR: 

S Otras actividades de servicios 

 

 

B.1 INFORMACIÓN SOBRE EL ACREEDOR GARANTIZADO 
 

Persona Jurídica: Persona jurídica nacional o extranjera registrada 

Numero de identificación 

805012610 

Digito de verificación 

5 

Razón 
Social: 

FINESA 
S A 

País 

Colombia 

Departamento 

VALLE 

Municipio 

CALI 

Dirección 

CL 2 OESTE 26 A-12 BR 'San Fernando' [] 

Teléfono(s) fijo(s) 

6609000, 3814000 

Teléfono(s) Celular 

3154887590 

Dirección Electrónica (Email) 

luzmarina_martinez@finesa.com.co, 
notificacionescarterafinesa@finesa.com.co 

Porcentaje de participación: 100,00% 

 
C. INFORMACIÓN SOBRE LOS BIENES EN GARANTÍA 

 
Descripción de los bienes 

Es garantía prioritaria de adquisición SI 

Tipos de bienes:  

Bienes para uso:  

 

 
C.2 BIENES CON SERIAL 

 
 

Tipo Bien Vehiculo 

Marca CHEVROLET Numero 9GCFRR903EB018111 

Fabricante CHEVROLET 

Modelo 2014 Placa SZL860 

Descripción Vehiculo: CHEVROLET 
Placa: SZL860Modelo: 2014Chasis: 9GCFRR903EB018111Vin: 9GCFRR903EB018111Motor: 4HK1- 
110607Serie: 9GCFRR903EB018111T. Servicio: PúblicoLinea: FRR 

 

C. DATOS GENERALES 
 

Monto máximo de la obligación Garantizada (Peso colombiano) $ 101.850.000 

Tiene vigencia definida 

SI 

Vigencia de la garantía (dd/mm/aaaa) 

05/06/2029 23:59:59 

Tipo de garantía Garantía Mobiliaria 

mailto:luzmarina_martinez@finesa.com.co
mailto:notificacionescarterafinesa@finesa.com.co


 
 

D. DATOS DE QUIEN DILIGENCIA EL FORMULARIO 
 
 

Parte que diligencia: 

ACREEDOR GARANTIZADO 

Primer Apellido 

Martinez 

Segundo Apellido 

Madriñan 

Primer Nombre 

Luz 

Segundo Nombre 

Marina 

País 

Colombia 

Departamento 

VALLE 

Municipio 

CALI 

Dirección 

CL 2 OESTE 26 A-12 BR 'San Fernando' ED 'Finesa' [] 

Dirección Electrónica (Email) 

luzmarina_martinez@finesa.com.co 

Numero de identificación 

31882464 

 

Certificado expedido el dia 5/06/2019 3:45 p.m.. 

Confecámaras - Calle 26 57-41 Piso 15 torre 7, Colombia - 
Conmutador: 3814100 

 
 

CONTRATO DE GARANTIA MOBILIARIA 

Datos de referencia 

1058787 

Nombre del anexo de la orden judicial o administrativa o protocolización 

mailto:luzmarina_martinez@finesa.com.co


 



 



 



 



 



PAGARÉ 
 



 

 



DOCUMENTO PROCESO DE INSOLVENCIA ECONOMICA 
 
 

6/6/22, 16:42 Correo: Juzgado 06 Civil Municipal - Atlántico - Barranquilla - Outlook 
 
 

RV: INCIDENTE DE NULIDAD. 

Juzgado 06 Civil Municipal - Atlántico - Barranquilla <cmun06ba@cendoj.ramajudicial.gov.co> 

Lun 6/06/2022 16:09 

Para: CAMARO0324@hotmail.com <CAMARO0324@hotmail.com>;Carmen Maria Romero Racedo 

<cromerora@cendoj.ramajudicial.gov.co>;Evelyn Carolina Obredor Jimenez 

<eobredoj@cendoj.ramajudicial.gov.co> 

Cordial saludo, 

 

 

Reenvío el presente para su conocimiento y/o tramite correspondiente. Sra Carmen para traslado y Evelyn para resolver. 

 

 

Atte, 

 

 

VENUS SALAZAR V 

 

 

 

 

 

 

Cordial saludo, 
 

se recibe solicitud para gestión correspondiente.De 

usted, 

JUZGADO SEXTO CIVIL MUNICIPAL DE BARRANQUILLA 

 
 

IMPORTANTE 
Tenga en cuenta que el horario de RECEPCIÓN en este buzón electrónico es de lunes a viernes de 8:00 AM a 5:00 PM, cualquier documentorecibido 
posterior a esta última hora, será radicado con fecha del siguiente día hábil. 

 

De: ROBERTO CARLOS DEL PORTILLO HERRERA <robertodelportillo@gmail.com> 

Enviado: lunes, 6 de junio de 2022 14:14 

Para: Juzgado 06 Civil Municipal - Atlántico - Barranquilla <cmun06ba@cendoj.ramajudicial.gov.co> 

Asunto: INCIDENTE DE NULIDAD. 

 

Rad 08001405300620200041000 

 

 
https://outlook.office.com/mail/inbox/id/AAQkAGIxMWY1ODI2LTAyM2QtNDU4Ny04ZWFjLWJlZWIwMjU0MTdiYQAQANFGs0tXzABHhd5QEErbPi4%3D    1/1 
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NOTIFICACIONES 
 

El suscrito recibirá notificación en: Carrera 112D bis No 68c 07 Barrio Marandu 
Bogotá robertodelportillo@gmail.com 

 

Señores 
JUZGADO SEXTO CIVIL MUNICIPAL DE ORALIDAD DE BARRANQUILLA 
cmun06ba@cendoj.ramajudicial.com.co 

 

Señor 
JORGE CASTAÑO GUTIERREZ 
Superintendente Financiero 
SUPERINTENDENCIA FINANCIERA 
CALLE 7 No. 4-49 Bogotà 
super@superfinanciera.gov.co 
notificaciones_ingreso@superfinanciera.gov.co 
jurisdiccionales@superfinanciera.gov.co 

mailto:robertodelportillo@gmail.com
mailto:cmun06ba@cendoj.ramajudicial.com.co
mailto:super@superfinanciera.gov.co
mailto:notificaciones_ingreso@superfinanciera.gov.co
mailto:jurisdiccionales@superfinanciera.gov.co


Doctor 
ANDRÉS BARRETO GONZÁLEZ 
Superintendente Industria y Comercio 
Cra 13 No 27-00 
Teléfono: 5870000 
superintendente@sic.gov.co 

 

Doctor 
ALVARO YAÑEZ RUEDA 
Asesor Jurídico 
SUPERINTENDENCIA INDUSTRIA Y COMERCIO 
Cra 13 No 27-00 
Teléfono: 5870000 
ofjuridica@sic.gov.co 

 

Señores 
FINESA- FINANCIACIÓN ESPECIALIZADA 
benjamin_zamudio@finesa.com.co 
notificacionesjudiciales@finesa.com.co 

 
 
 

Atentamente, 
 
 
 

ROBERTO CARLOS DEL PORTILLO HERRERA 
CC.84101581 
Tel. 3163178175 
Carrera 112D bis No 68c 07 Barrio Marandu Bogotá 
robertodelportillo@gmail.com; tequitoelreporte@gmail.com 
 
 

2. RADICADO TUTELA 

 
 
 
 

mailto:superintendente@sic.gov.co
mailto:ofjuridica@sic.gov.co
mailto:benjamin_zamudio@finesa.com.co
mailto:notificacionesjudiciales@finesa.com.co
mailto:robertodelportillo@gmail.com
mailto:tequitoelreporte@gmail.com


ACTAS DE REPARTO JUZGADOS 
ANEXO 

 

 
 

 
 

 

REPUBLICA DE COLOMBIA 

RAMA JUDICIA 

CONSEJO SUPERIOR DE LA JUDICATURA 

CENTRO DE SERVICIOS ADMINISTRATIVOS JURISDICCIONALES 

PARA LOS JUZGADOS CIVILES Y DE FAMILIA 
 
 

 
Fecha : 09/nov./2022 

025 

ACTA INDIVIDUAL DE REPARTO 

GRUPO ACCIONES DE TUTELA 

 

Página 1 

29814 

SECUENCIA: 

REPARTIDO AL DESPACHO: 

29814 FECHA DE REPARTO: 9/11/2022 12:04:02p. m. 

JUZGADO 25 CIVIL CIRCUITO 

 

IDENTIFICACION: NOMBRES: APELLIDOS: PARTE:  
 

84101581 ROBERTO CARLOS DEL 
PORTILLO HERRERA 

01 

TUT1144314 TUT1144314 01 

12 EN NOMBRE PROPIO 03 
 

OBSERVACIONES: 
 

REPARTOHMM25 

 

FUNCIONARIO DE REPARTO    

scardonz 

 

REPARTOHMM25 

? ? ? ? ? o? ?  

v. 2.0 M? T?  

 

REPÚBLICA DE COLOMBIA 
RAMA JUDICIAL 

Página 1 

ACTA INDIVIDUAL DE REPARTO Fecha: 10/11/2022 10:13:25 a. m. 

NÚMERO RADICACIÓN: 08001315301420220027000 
CLASE PROCESO: TUTELA 

NÚMERO DESPACHO: 014 SECUENCIA: 3996006 FECHA REPARTO: 10/11/2022 10:13:25 a. m. 

TIPO REPARTO: EN LÍNEA FECHA PRESENTACIÓN: 10/11/2022 10:11:14 a. m. 

REPARTIDO AL DESPACHO: JUZGADO DE CIRCUITO - CIVIL 0014 BARRANQUILLA 

 
JUEZ / MAGISTRADO: GUSTAVO ADOLFO HELD MOLINA 

 
TIPO ID IDENTIFICACIÓN NOMBRE APELLIDO PARTE 

CÉDULA DE CIUDADANIA 84101581 ROBERTO CARLOS DEL PORTILLO HERRERA DEMANDANTE/ACCIONANTE 

  JUZGADO SEXTO CIVIL MUNICIPAL DE ORALIDAD DE 
BARRANQUILLA 

 DEMANDADO/INDICIADO/CAUS 
ANTE 

 
Archivos Adjuntos 

 
 ARCHIVO CÓDIGO 

1 01DEMANDA.pdf F1ADFE212303F7287A53B41BD29BCB19A091BA6C 

 
056a468c-b4c1-41c7-80fe-18655e53f1f5 

 

 
HECTOR JAVIER MARENCO SUAREZ 

 
SERVIDOR JUDICIAL 



NOTIFICACIONES 
 

El suscrito recibirá notificación en: Carrera 112D bis No 68c 07 Barrio Marandu 
Bogotá robertodelportillo@gmail.com 
 

 
Honorable Juez 
GUSTAVO ADOLFO HELD MOLINA 
JUZGADO DE CIRCUITO - CIVIL 0014 BARRANQUILLA 
adm14bqlla@cendoj.ramajudicial.gov.co 
 
 
Honorable Juez 
LUIS AUGUSTO DUEÑAS BARRETO 
JUZGADO VEINTICINCO CIVIL DEL CIRCUITO 
cmpl25bt@cendoj.ramajudicial.gov.co 
 
 
 
 

Atentamente, 
 
 
 
 

ROBERTO CARLOS DEL PORTILLO HERRERA 
CC.84101581 
Tel. 3163178175 
Carrera 112D bis No 68c 07 Barrio Marandu Bogotá 
robertodelportillo@gmail.com; tequitoelreporte@gmail.com 
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